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Sumilla.  Una infracción es permanente cuando el 
administrado se mantiene en una situación infractora, 
de tal forma que el ilícito se sigue consumando, la 
infracción se sigue cometiendo, prolongándose hasta 
que se abandona la situación antijurídica. 

 

 

Lima, siete de mayo 

de dos mil diecinueve 

 

LA SALA DE DERECHO CONSTITUCIONAL Y SOCIAL PERMANEN TE DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA.--------- ---------------------------- 

 

I. Vista la causa; con el expediente administrativo; con lo expuesto en el dictamen 

del señor Fiscal Supremo en lo contencioso administrativo, en Audiencia Pública 

llevada a cabo en la fecha, integrada por los señores Jueces Supremos Pariona 

Pastrana - Presidente, Arias Lazarte, Rueda Fernández, Toledo Toribio y 

Bustamante Zegarra; y, luego de verificada la votación con arreglo a ley, se emite la 

siguiente sentencia: 

 

1. Antecedente 

  

América Móvil Perú Sociedad Anónima Cerrada, a fojas treinta y siete, ha 

promovido demanda a efectos de que se declare la nulidad de la Resolución de 

Gerencia Nº 153-2014-MDJM-GR de fecha dieciséis de julio de dos mil catorce, de 

la Resolución de Sub Gerencia Nº 155-2014-MD-MDJM-GR-SGCF de fecha treinta 

de enero de dos mil catorce, y de la Resolución de Sanción Administrativa Nº 

2013/014901 de fecha catorce de noviembre de dos mil trece.  

 

Todas ellas relacionadas con la Papeleta de Infracción Administrativa Nº 023655 de 

fecha diecisiete de octubre de dos mil trece, mediante el cual el inspector de la 

Municipalidad de Jesús María se constituyó a la avenida General Garzón Nº 1510, 

constatando la comisión de la infracción tipificada con el código 03-327 por "Instalar 

Antenas retransmisoras de ondas electromagnéticas de cualquier tipo sin licencia 

municipal". 

 

2. Sentencia materia de casación 
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La sentencia de vista contenida en la resolución número diez, de fecha quince de 

setiembre de dos mil diecisiete, obrante a fojas doscientos cuarenta y uno, emitida 

por la Tercera Sala Especializada en lo Contencioso Administrativo de la Corte 

Superior de Justicia de Lima, que revoca la sentencia apelada contenida en la 

resolución número seis de fecha veintiocho de agosto de dos mil quince, obrante a 

fojas ciento catorce, que declaró infundada la demanda; y, reformándola se declara 

fundada  la demanda; en consecuencia, nulas la Resolución de Gerencia N° 153-

2014-MDJM-GR fecha dieciséis de julio de dos mil catorce, la Resolución de Sub 

Gerencia N° 155-2014-MD-MDJM-GR-SGCF de fecha trein ta de enero de dos mil 

catorce y la Resolución de Sanción Administrativa N° 2013/014901 de fecha catorce 

de noviembre de dos mil trece. 

 

3. Recurso de casación y auto calificatorio 

 

La Municipalidad Distrital de Jesús María, interpuso recurso de casación con 

fecha seis de octubre de dos mil diecisiete, obrante a fojas doscientos sesenta y 

uno del expediente principal, el cual, fue declarado procedente  por auto 

calificatorio de fecha veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, obrante a fojas 

sesenta y seis del cuaderno de casación formado en esta Sala Suprema, por las 

siguientes causales: 

 
i) Infracción normativa del artículo 139 numerales 3 y 5 de la 

Constitución [procedencia excepcional] 
 

ii) Infracción normativa por inaplicación del artíc ulo 194 de la 
Constitución 

 
iii) Infracción normativa por inaplicación del artí culo 46 de la Ley N° 

27972, Ley Orgánica de Municipalidades 
 

4. Dictamen Fiscal 

 

Con lo expuesto en el Dictamen Fiscal N° 4103-2018- MP-FN-FSCA de fecha 

veintisiete de diciembre de dos mil dieciocho, obrante a fojas setenta y cinco del 

cuaderno de casación, con opinión que se declare infundado el recurso de casación 

interpuesto por la Municipalidad Distrital de Jesús María. 
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II. Considerando  

 

Primero. Objeto de pronunciamiento 

 

1.1 El presente es un caso en materia contencioso sancionador , que viene en 

casación en control de derecho por infracción procesal  de las normas del artículo 

139 numerales 3 y 5 de la Constitución, e infracción material  de las normas 

contenidas en los artículos 194 de la Constitución y 46 de la Ley N° 27972, Ley 

Orgánica de Municipalidades; que en ese orden serán absueltas en el desarrollo de 

la sentencia casatoria. 

 

1.2. Es importante reiterar que el recurso de casación es un medio impugnatorio 

extraordinario de carácter formal y, que de acuerdo a nuestro ordenamiento jurídico 

en función nomofiláctica por control de derecho, solo puede fundarse en 

cuestiones eminentemente jurídicas y no en cuestion es fácticas o de 

revaloración probatoria , teniendo entre sus fines esenciales la adecuada 

aplicación del derecho objetivo al caso concreto y la uniformidad de la 

jurisprudencia nacional por la Corte Suprema de Justicia. 

 

Segundo . Sobre la denuncia infracción normativa del artículo  139 numerales 3 

y 5 de la Constitución [procedencia excepcional] 

 

2.1. El auto calificatorio tiene anotado que se declara la procedencia excepcional 

por el artículo 139 numerales 3 y 5 de la Constitución con la finalidad de verificar si 

la sentencia de vista ha cumplido con los derechos al debido proceso, a la tutela 

jurisdiccional efectiva y a la debida motivación de las resoluciones judiciales.  

 

2.2. Continuando con la absolución de la infracción, es pertinente señalar que el 

derecho fundamental a la tutela jurisdiccional efectiva se encuentra reconocido en 

el artículo 139 numeral 3 de la Constitución, y es el instrumento para hacer efectivo 

los derechos reconocidos a los ciudadanos, cautela el derecho a obtener una 

respuesta cierta, fundada en derecho con plenas consecuencias jurídicas, 

constituyendo la reafirmación del carácter instrumental del proceso como 
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mecanismo de pacificación social, abarcando garantías formales de la conducción 

del proceso, como la protección eficaz de las concretas situaciones jurídicas 

materiales que son discutidas en la litis1.  

 

Por otro lado, el derecho fundamental al debido proceso, también reconocido en el 

artículo 139 numeral 3 de la Constitución, es uno de los principios y derechos de la 

función jurisdiccional, el cual exige que en todas las instancias judiciales se 

cumplan necesariamente todas las garantías, requisitos y normas de orden público 

que han sido establecidas a fin de generar que todas las personas estén en reales 

condiciones de poder defender de manera apropiada sus derechos. 

  

Así, el debido proceso es una garantía procesal de inexorable cumplimiento en 

tanto su observancia permite la efectiva protección de otros derechos 

fundamentales y el acceso a la justicia, siendo indispensable señalar que el 

derecho fundamental a la debida motivación de las resoluciones judiciales, 

reconocido en el artículo 139 numeral 5 de la Constitución, es uno de los derechos 

que lo conforman, derecho este último que también encuentra amparo en los 

Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos, incluido como garantía 

procesal en el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y en 

el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (vinculante 

para el Perú en atención a la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la 

Constitución Política), estableciendo que es un derecho que permite verificar la 

materialización del derecho a ser oído, y que la argumentación de un fallo 

demuestra que los alegatos, pruebas –y en este caso pretensiones de la demanda-, 

han sido debidamente tomados en cuenta, analizados y resueltos2, y que: “(…) la 

motivación es la exteriorización de la justificació n razonada que permite llegar 

a una conclusión . El deber de motivar las resoluciones es una garantía vinculada 

con la correcta administración de justicia, que protege el derecho de los 

ciudadanos a ser juzgados por las razones que el De recho suministra, y 

otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad 

democrática  (…)3. 

                                                           
1 Materiales AMAG, Curso Teoría General del Proceso Civil, 2017, p. 8. 
2 Corte IDH. Caso Tristán Donoso vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
del 27 de enero de 2009, párrafo 153 
3 Caso Apitz Barbera y otros, sentencia de la Corte Interamericana de derechos Humanos de fecha 05 de agosto 
de 2008, fundamento 77. 
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2.3. Para verificar si se ha incurrido en vulneración de los referidos derechos 

fundamentales, el análisis a efectuarse debe partir necesariamente de las razones 

que sirvieron de sustento a la impugnada; por lo tanto, al realizar el control de 

derecho de la resolución impugnada, se analizarán las razones expuestas en la 

resolución materia de casación que justificaron la decisión contenida en ella, a 

efectos de establecer si se ha incurrido en la infracción normativa del artículo 139 

numerales 3 y 5 de la Constitución. 

 

2.4. En ese entendido, la sentencia de vista en los considerandos décimo a décimo 

tercero tiene señalado:  

 
i) La infracción de Código N° 03-327, referida a instalar antenas 
retransmisoras de ondas electromagnéticas de cualquier tipo sin 
licencia municipal” es una infracción instantánea con efectos 
permanentes, toda vez, que la consumación de la infracción es 
instantánea y los efectos de la conducta infractora son duraderos y 
permanecen en el tiempo.  
 
ii)  Siendo ello así, el plazo de prescripción debe computarse desde la 
fecha que se consuma la infracción, esto es desde la instalación de la 
referida antena sin licencia municipal, no obstante a que sus efectos 
permanecen en el tiempo. 
 
iii)  Dicho sentido interpretativo encuentra respaldo en lo establecido 
en el artículo 233.2 de la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, modificado por el Decreto Legislativo N° 1 029, según el 
cual,  el cómputo del plazo de prescripción de la facultad para 
determinar la existencia de infracciones comenzará a partir del día en 
que la infracción se hubiera cometido (infracciones instantáneas e 
infracciones instantáneas con efectos permanentes) o desde que 
cesó, si fuera una acción continuada.  
 
iv)  La infracción que se atribuye a la demandante (instalar antenas 
retransmisoras de ondas electromagnéticas de cualquier tipo sin 
licencia municipal) no es una infracción continuada, por cuanto, no 
estamos ante una pluralidad de comportamientos infractores o de 
actos de ejecución de una sola infracción, reunidas por un elemento 
subjetivo común.  
 
v) La antena se instaló en octubre de 2006, dato que se corrobora a 
través del Oficio N° 590-2006-MTC/17  de fecha 13.10.06. Siendo ello 
así, la administración contaba con cuatro años a partir de dicha fecha 
para determinar la existencia de infracción administrativa conforme lo 
dispone la Ordenanza N° 284-MJM, plazo que vencía e n octubre de 
2010; sin embargo, la Administración notificó a la demandante la 
Resolución de Sanción Administrativa N° 2013/014901  el 22.11.13, 
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esto es, cuando había transcurrido en exceso el plazo para 
determinar la existencia de infracción administrativa. 

 

2.5. Cabe indicar que al evaluar la justificación interna del razonamiento en la 

motivación de las resoluciones judiciales, se incide en el control del aspecto lógico 

de la sentencia4, consistente en la evaluación del encadenamiento de los 

argumentos utilizados; se verifica, el nexo y relación de las premisas jurídicas y su 

vinculación con las proposiciones fácticas que determinará la validez lógica de la 

inferencia5; el control de la subsunción, culmina en la validez formal de la 

conclusión6, sin que implique la corrección material de la misma en justificación 

externa, que en este caso, es pertinente examinar al absolver las infracciones 

materiales en la resolución judicial. 

 

2.6. Examinando las razones de la sentencia de vista se aprecia que se ha 

cumplido con justificar su decisión, en relación a que la Administración notificó a la 

demandante la resolución de sanción cuando había transcurrido en exceso el plazo 

para determinar la existencia de infracción, en tanto, ha establecido que la 

infracción que se atribuye a la demandante —instalar antenas retransmisoras de 

ondas electromagnéticas de cualquier tipo sin licencia municipal— es una infracción 

instantánea con efectos permanentes y no una infracción continuada, habiendo en 

razón de ello determinado que en el caso concreto ha prescrito la potestad 

sancionadora de la Administración. Asimismo, habiendo precisado que es una 

infracción instantánea con efectos permanentes, toda vez, que la consumación de 

la infracción es instantánea y los efectos de la conducta infractora son duraderos y 

permanecen en el tiempo y que dicho sentido interpretativo encuentra respaldo en 

lo establecido en el artículo 233.2 de la Ley del Procedimiento Administrativo 

General, según el cual, el cómputo del plazo de prescripción de la facultad para 

determinar la existencia de infracciones comenzará a partir del día en que la 

                                                           
4 “Una decisión está internamente justificada si y sólo sí entre las premisas utilizadas y la conclusión del 
razonamiento existe una conexión lógica (i.e la conclusión se deduce lógicamente de las premisas, mediante un 
razonamiento válido)”.En: Martínez, David (2007) Conflictos constitucionales, ponderación e indeterminación 
normativa. Marcial Pons, Madrid. pp. 39  
5 “la justificación interna muestra la corrección de la inferencia de la conclusión o decisión a partir de las premisas. 
En la justificación interna se aplican las reglas de la lógica formal o deductiva para determinar si un argumento es 
lógicamente correcto.” López García, José Antonio “Neoconstitucionalismo y Argumentación Jurídica” En Tutela de 
Derechos en Sede Jurisdiccional. (2013). Fondo Editorial del Poder Judicial, Lima. Pp. 63 
6 “La validez de la inferencia viene dada por una regla de inferencia (formal) llamada modus ponens y que justifica 
el paso de las premisas a la conclusión”; y, “la subsunción, es el esquema general de argumentación en la 
justificación judicial. O, dicho en otra terminología constituye la justificación interna del razonamiento judicial” En: 
Atienza, Manuel (2013) Curso de argumentación jurídica. Trotta, Madrid. Pp. 171, 183. 
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infracción se hubiera cometido (infracciones instantáneas e infracciones 

instantáneas con efectos permanentes) o desde que cesó, si fuera una acción 

continuada.  

 

2.7. Por tanto, la sentencia de vista en relación a la prescripción de la potestad 

sancionadora de la Administración, ha explicado y justificado las premisas elegidas 

por el Colegiado Superior, arribando a que instalar antenas retransmisoras de 

ondas electromagnéticas de cualquier tipo sin licencia municipal es una infracción 

instantánea con efectos permanentes, cumpliendo con la exigencia de logicidad en 

la justificación interna en la resolución examinada, al derivarse la conclusión 

respecto a que en el caso concreto ha prescrito la potestad sancionadora de la 

Municipalidad Distrital de Jesús María, de las premisas jurídicas y fácticas; por 

ende, no se observa que exista infracción a los derechos fundamentales a la tutela 

jurisdiccional efectiva, al debido proceso y la debida motivación de las resoluciones 

judiciales de la recurrente; razones por las cuales la causal cuya procedencia ha 

sido declarada excepcionalmente, no corresponde ser estimada . 

 

Tercero . Sobre la denuncia de infracción normativa por inapl icación del 

artículo 194 de la Constitución y del artículo 46 d e la Ley N° 27972; Ley 

Orgánica de Municipalidades  

 

3.1. El auto calificatorio tiene anotado como fundamento medular de la denuncia de 

infracción normativa por inaplicación del artículo 194 de la Constitución que en 

ejercicio de su facultad sancionadora la recurrente tiene la potestad de imponer las 

sanciones correspondientes, por lo que al amparo de la norma cuya inaplicación se 

denuncia se debió declarar infundada la demanda de autos. Asimismo, en relación 

a la denuncia de infracción del artículo 46 de la Ley N° 27972 afirma que la 

infracción del Código 03-327 “instalar antenas retransmisoras de ondas 

electromagnéticas de cualquier tipo sin licencia municipal”, aprobada por 

Ordenanza 284-MDJM se encuentra debidamente tipificada no afectando derecho 

constitucional alguno.   

 

3.2. Procediendo a la labor interpretativa, en tanto, para determinar el sentido 

normativo de una disposición, es exigencia ineludible acudir a la interpretación, 
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debido a que la disposición es un texto sin interpretar y la norma es el resultado de 

la interpretación7. Así, se acude en primer lugar al texto de las disposiciones del 

artículo 194 de la Constitución y del artículo 46 de la Ley N° 27972, y luego, se 

extrae las siguientes normas [n] vinculadas con los sustentos de las causales: 

 
n1. El incumplimiento de las normas municipales acarrea las 
sanciones correspondientes [artículo 194 de la Constitución8]. 
 
n2. Las municipalidades distritales tienen autonomía administrativa 
en los asuntos de su competencia [artículo 46 de la Ley N° 
279729].  

 

3.3. Absolviendo los sustentos de las causales, cabe indicar que la tipificación de la 

conducta infractora materia de litis —instalar antenas retransmisoras de ondas 

electromagnéticas de cualquier tipo sin licencia municipal—, contiene un actuar sin 

licencia, lo que constituye una situación de incumplimiento permanente hasta que el 

agente cese en su conducta infractora, resultando una infracción permanente. Así 

en la doctrina se señala que una infracción es permanente cuando el administrado 

se mantiene en una situación infractora, cuyo mantenimiento le es imputable. De 

esta forma, el ilícito se sigue consumando, la infracción se sigue cometiendo y se 

prolonga hasta que se abandona la situación antijurídica10; por lo tanto, al ser la 

infracción sub litis una permanente, el plazo prescriptorio se inicia cuando cesa el 

                                                           
7“Podemos llamar disposición a todo enunciado perteneciente a una fuente del derecho y reservar el nombre de 
norma para designar el contenido de sentido de la disposición, su significado, que es una variable dependiente de 
la interpretación. En este sentido. La disposición constituye el objeto de la actividad interpretativa, y la norma su 
resultado.” Guastini, Riccardo (1999) Estudios sobre la Teoría de la Interpretación jurídica. Instituto de 
Investigaciones jurídicas de la UNAM, México. Pp. 11. 
8 Artículo 46.- Sanciones 
Las normas municipales son de carácter obligatorio y su incumplimiento acarrea las sanciones correspondientes, 
sin perjuicio de promover las acciones judiciales sobre las responsabilidades civiles y penales a que hubiere lugar. 
Las ordenanzas determinan el régimen de sanciones administrativas por la infracción de sus disposiciones, 
estableciendo las escalas de multas en función de la gravedad de la falta, así como la imposición de sanciones no 
pecuniarias. 
Las sanciones que aplique la autoridad municipal podrán ser las de multa, suspensión de autorizaciones o 
licencias, clausura, decomiso, retención de productos y mobiliario, retiro de elementos antirreglamentarios, 
paralización de obras, demolición, internamiento de vehículos, inmovilización de productos y otras. 
A solicitud de la municipalidad respectiva o del ejecutor coactivo correspondiente, la Policía Nacional prestará su 
apoyo en el cumplimiento de las sanciones que se impongan, bajo responsabilidad. 
9 "Artículo 194.- Las municipalidades provinciales y distritales son los órganos de gobierno local. Tienen autonomía 
política, económica y administrativa en los asuntos de su competencia. Las municipalidades de los centros 
poblados son creadas conforme a ley. 
La estructura orgánica del gobierno local la conforman el Concejo Municipal como órgano normativo y fiscalizador y 
la Alcaldía como órgano ejecutivo, con las funciones y atribuciones que les señala la ley. 
Los alcaldes y regidores son elegidos por sufragio directo, por un período de cuatro (4) años. Pueden ser 
reelegidos. Su mandato es revocable, conforme a ley, e irrenunciable, con excepción de los casos previstos en la 
Constitución. 
Para postular a Presidente de la República, Vicepresidente, miembro del Parlamento Nacional o Presidente del 
Gobierno Regional; los Alcaldes deben renunciar al cargo seis (6) meses antes de la elección respectiva. 
10 López, C. (2015). El cómputo del plazo de prescripción en el derecho peruano. Tesis de pregrado en Derecho. 
Universidad de Piura. Facultad de Derecho. Programa Académico de Derecho. Piura, Perú, p. 19. 
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mantenimiento de la situación infractora, debido a que hasta este momento se ha 

estado consumando la infracción11, ello de acuerdo con el artículo 233. 2 de la Ley 

N° 27444 12.  

 

3.4. No obstante ello, en la sentencia recurrida se ha señalado que la infracción que 

se le atribuye a la empresa demandante es una infracción instantánea con efectos 

permanentes, afirmando que la consumación de la infracción es instantánea y los 

efectos de la conducta infractora son duraderos y permanecen en el tiempo, 

separando la conducta infractora de sus efectos; a pesar que como se tiene 

desarrollado en el numeral precedente la propia instalación sin licencia municipal 

constituye una conducta infractora permanente; ya que la instalación sin 

autorización constituye una situación de incumplimiento permanente, al persistir la 

conducta infractora del agente al mantener la instalación sin autorización.  

 

3.5. En ese orden de ideas, al haber declarado prescrita la potestad sancionadora 

de la Municipalidad Distrital de Jesús María a pesar que la infracción sub litis era 

una permanente, y con ello el plazo prescriptorio se iniciaba cuando hubiera cesado 

el mantenimiento de la situación infractora y no cuando se instaló la antena 

retransmisora de ondas electromagnéticas sin licencia municipal, la recurrida ha 

infringido n1 y n2, al imposibilitar que la entidad edil demandada pueda ejercer su 

potestad de imponer la sanción correspondiente ante la conducta infractora de la 

demandante; en consecuencia, la denuncia de infracción normativa de los artículos 

194 de la Constitución y 46 de la Ley N° 27972 corresponde ser estimada . 

 
                                                           
11 De Palma del Teso, Ángeles, Las infracciones administrativas continuadas, las infracciones permanentes, las 
infracciones de estado y las infracciones de pluralidad de actos: distinción a efectos del cómputo del plazo de 
prescripción, p. 558. En: 
https://www.mpfn.gob.pe/escuela/contenido/actividades/docs/2271_palma_del_teso_clases_de_infracciones.pf 
12 Artículo 233.- Prescripción 
233.1 La facultad de la autoridad para determinar la existencia de infracciones administrativas, prescribe en el 
plazo que establezcan las leyes especiales, sin perjuicio del cómputo de los plazos de prescripción respecto de las 
demás obligaciones que se deriven de los efectos de la comisión de la infracción. En caso ello no hubiera sido 
determinado, dicha facultad de la autoridad prescribirá a los cuatro (4) años. 
233.2 EI cómputo del plazo de prescripción de la fa cultad para determinar la existencia de infraccione s 
comenzará a partir del día en que la infracción se hubiera cometido  o desde que cesó, si fuera una acción 
continuada. 
EI cómputo del plazo de prescripción sólo se suspende con la iniciación del procedimiento sancionador a través de 
la notificación al administrado de los hechos constitutivos de infracción que les sean imputados a título de cargo, de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 235, inciso 3 de esta Ley. Dicho cómputo deberá reanudarse 
inmediatamente si el trámite del procedimiento sancionador se mantuviera paralizado por más de veinticinco (25) 
días hábiles, por causa no imputable al administrado." 
233.3 Los administrados plantean la prescripción por vía de defensa y la autoridad debe resolverla sin más trámite 
que la constatación de los plazos, debiendo en caso de estimarla fundada, disponer el inicio de las acciones de 
responsabilidad para dilucidar las causas de la inacción administrativa.  
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Cuarto . Actuación en sede de instancia   

 

4.1. De conformidad a lo previsto en el artículo 396 del Código Procesal Civil, 

modificado por el artículo 1 de la Ley N° 29364, de  aplicación supletoria para el 

presente caso, al resultar fundado el recurso de casación por infracción de la norma 

de derecho material antes anotada, corresponde casar la sentencia de vista y 

actuar en sede de instancia, resolviendo la causa.  

 

4.2. En la sentencia apelada, conforme a los considerandos anteriores, se 

desarrolla que el plazo de prescripción es computable a partir del cese de la 

conducta infractora, determinando que no se encontraba prescrita la facultad que 

tenía la Autoridad Administrativa para determinar la existencia de la infracción por la 

cual se sancionó a la demandante; argumento esencial que en adición a lo 

señalado por la apelada llevan a confirmar el extremo de la decisión que resuelve 

no declarar la nulidad de la determinación de la infracción administrativa. Ahora 

bien, en relación de la multa la sentencia apelada, al momento de absolver lo que 

corresponde a la vulneración al principio de razonabilidad, indica que no se ha 

transgredido dicho principio debido a que la municipalidad demandada a través de 

la Ordenanza N° 284-MDJM estableció su propio régim en sancionador y que por lo 

tanto no resultan aplicables los límites impuestos por el señalado artículo 231-A, 

precisando que lo contrario implicaría vulnerar su autonomía normativa reconocida 

en la Ley N° 27972 y en la Constitución; no obstant e que debió verificar el 

cumplimiento del principio de razonabilidad en la interposición de una sanción, 

implica examinar que la sanción a ser aplicada deba ser proporcional al 

incumplimiento calificado como infracción, observando ciertos criterios a efectos de 

su graduación, ello conforme al artículo 230 numeral 3 de la Ley N° 27444 13.  

 

4.3. En ese orden de ideas, y siendo que la Resolución de Gerencia Nº 153-2014-

MDJM-GR, página dos tercer párrafo, también se ha limitado a indicar que, por 

mandato constitucional, la Municipalidad de Jesús María cuenta con autonomía 

                                                           
13 Los criterios especificados en el artículo 230 numeral 3 de la Ley 27444 son las siguientes: a) el beneficio ilícito 
resultante por la comisión de la infracción; b) La probabilidad de detección de la infracción; c) La gravedad del daño 
al interés público y/o bien jurídico protegido; d) EI perjuicio económico causado; e) La reincidencia, por la comisión 
de la misma infracción dentro del plazo de un (1) año desde que quedó firme la resolución que sancionó la primera 
infracción; f) Las circunstancias de la comisión de la infracción; y g) La existencia o no de intencionalidad en la 
conducta del infractor. 
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administrativa económica y política, que le garantiza desenvolverse con plena 

libertad en los asuntos de su competencia, entre los que se encuentra la facultad de 

emitir sus propias normas y disposiciones de carácter general, obligatorias en el 

ámbito de su jurisdicción, que regulen aspectos sustantivos de la vida social y 

económica de la comunidad, como son la existencia de problemas derivados del 

uso inadecuado de los inmuebles, que afectan el ornato de la ciudad, perturban la 

seguridad y la salud del vecindario; sin verificar que la multa impuesta a la 

demandante resulta acorde con el principio de razonabilidad, que como se tiene 

anotado líneas arriba implica que la sanción sea proporcional al incumplimiento 

calificado como infracción.  

 

4.4. Por lo tanto, corresponde revocar dicho extremo de la sentencia apelada y 

declarar fundada en parte la demanda de autos y nula la Resolución de Gerencia 

Nº 153-2014-MDJM-GR en lo que respecta a que la demandante refiere que se ha 

vulnerado el principio de razonabilidad, debiendo la Municipalidad Distrital de Jesús 

María emitir nuevo pronunciamiento verificando si en la imposición de la multa a 

América Móvil Perú Sociedad Anónima Cerrada, por instalar antenas 

retransmisoras de ondas electromagnéticas de cualquier tipo sin licencia municipal, 

se ha cumplido con el principio de razonabilidad, atendiendo a los criterios 

establecidos en el artículo 230 numeral 3 de la Ley N° 27444, para la graduación de 

la sanción. 

  

III. Decisión 

 

Por estas consideraciones; y estando a lo establecido por el artículo 396 del Código 

Procesal Civil, modificado por el artículo 1 de la ley N° 29364, de aplicación 

supletoria; declararon FUNDADO el recurso de casación interpuesto por la 

Municipalidad Distrital de Jesús María, de fecha seis de octubre de dos mil 

diecisiete, obrante a fojas doscientos sesenta y uno del expediente principal; en 

consecuencia, CASARON  la sentencia de vista contenida en la resolución número 

diez, de fecha quince de setiembre de dos mil diecisiete, obrante a fojas doscientos 

cuarenta y uno; y actuando en sede de instancia CONFIRMARON en parte la 

sentencia apelada contenida en la resolución número seis de fecha veintiocho de 

agosto de dos mil quince, obrante a fojas ciento catorce, en el extremo que declaró 
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INFUNDADA  la demanda determinando que no se encontraba prescrita la facultad 

que tenía la Autoridad Administrativa para determinar la existencia de la infracción 

por la cual se sancionó a la demandante, y la REVOCARON en el extremo que 

declaro INFUNDADA  la demanda estableciendo que no se ha vulnerado el principio 

de de razonabilidad en la imposición de la multa, y REFORMÁNDOLA en dicho 

extremo declararon FUNDADA en parte la demanda ; en consecuencia, nula la 

Resolución de Gerencia Nº 153-2014-MDJM-GR en lo que respecta a la 

cuantificación de la multa, debiendo la Municipalidad Distrital de Jesús María emitir 

nuevo pronunciamiento verificando si en la imposición de la multa por instalar 

antenas retransmisoras de ondas electromagnéticas de cualquier tipo sin licencia 

municipal, se ha respetado el principio de razonabilidad, atendiendo a los criterios 

establecidos en el artículo 230 numeral 3 de la Ley N° 27444; en  los seguidos por 

América Móvil Perú Sociedad Anónima Cerrada contra la Municipalidad Distrital de 

Jesús María, sobre acción contencioso administrativa; DISPUSIERON la 

publicación de la presente resolución en el diario oficial El Peruano conforme a ley; 

y los devolvieron. Jueza Suprema ponente:  Rueda Fernández .- 

S.S. 

PARIONA PASTRANA 

ARIAS LAZARTE 

RUEDA FERNÁNDEZ 

TOLEDO TORIBIO 

BUSTAMANTE ZEGARRA 

Mat/jps   


